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I. Introducción
La denuncia mediática por violación que fue hecha a Juan Darthés durante el 2018,
 desencadenó de forma masiva una serie de manifestaciones a través de redes sociales que fueron conocidos como “escraches”.
  Esta masividad tuvo especial repercusión y los escraches fueron eje de la discusión durante el 2018. Sin embargo, más allá del carácter reciente de estos hechos, lo cierto es que esta práctica tiene antecedentes importantes en nuestra historia contemporánea, en particular por los escraches realizados desde la organización HIJOS a los perpetradores de delitos de lesa humanidad durante la última dictadura cívico-militar, tras los indultos del presidente Carlos Menem en la década del 1990. El renacimiento de los escraches en un formato nuevo, virtual y más masivo, nos invita a discutir su rol social y sus implicancias jurídicas. 
En este sentido, esbozaré algunas diferencias y similitudes del escrache en materia de género, y analizaré si —en primer lugar— responde a las mismas intenciones institucionales y simbólicas a las que históricamente ha respondido este tipo de manifestaciones en nuestro país. De este modo, analizaré fundamentalmente qué objetivos y destinatarios tuvieron los escraches de HIJOS y a qué objeto y destinatarios se dirigieron los escraches en materia de género.
Luego de establecer tales diferencias y similitudes, me dedicaré a analizar cuál es la protección que el derecho a la libertad de expresión otorga a estas manifestaciones en materia de género, si tal protección es suficiente y si aplica en todos sus niveles y casos. Analizaré también el caso de los escraches cuando versan sobre una conducta delictiva y cuando no lo hacen (“casos grises”).  En ese sentido, intentaré sostener que los escraches en materia de están protegidos por el derecho a la libertad de expresión. 
Posteriormente, y tomando en consideración el nivel de protección otorgado, analizaré cuál es el alcance de la protección con relación las posibles respuestas jurídicas —si las debe haber— a este tipo de manifestaciones, en particular la denuncia penal por calumnias o injurias y la reparación civil (daños y perjuicios). Finalmente, elaboraré conclusiones. 
II. ¿Por qué el escrache?  De HIJOS a las denuncias por violencia de género
Los escraches de relevancia pública tal vez más importantes de la historia reciente de nuestro país se remontan a los realizados por la agrupación HIJOS desde la mitad de la década del 90 (Cueto Rúa 2010: 9).
 Así, el origen pareciera estar dado por los decretos de indulto del ex presidente Carlos Menem a los perpetradores de delitos de lesa humanidad durante la última dictadura cívico-militar (así como también por los beneficios que estos perpetradores gozaron de la Ley de Obediencia Debida y la Ley de Punto Final). Estos actos, tal como fueron conocidos en esa época, suponían “marcar” la casa de alguno de estos perpetradores (o el lugar de trabajo), a fin de evitar que los/as vecinos/as desconocieran quién vive allí, y que poco a poco la sociedad vaya “discriminando” a los represores (Cueto Rúa 2010: 19).
En principio, pareciera haber dos cuestiones con relación a los escraches de HIJOS que considero que pueden ser el puntapié para pensar algunas razones y posturas en el caso del escrache en materia de género: los destinatarios y los objetivos de estos escraches. En este sentido, se puede pensar que el objetivo de los escraches en el caso de HIJOS es una demostración de indignación, una manifestación contra el escrachado en particular, proveniente de los/as familiares de las víctimas; así, el objetivo es más “catártico” y el destinatario es el escrachado directo, y constituye una especie de sustitución de la vía judicial “negada” con relación a las víctimas.
 Otra interpretación posible implicaría pensar que el escrache al perpetrador de crímenes de lesa humanidad es un medio, y el fin es la demostración y la manifestación contra políticas de Estado destinadas a la impunidad: la demanda de justicia. Así, el destinatario es el Estado y la sociedad toda, en reconocimiento de las implicancias de las leyes de la impunidad y los indultos (Cueto Rúa 2010: 10). Es decir, una es una demostración de desacuerdo institucional, de demanda al Estado, en tanto en el primer caso es una sustitución del reproche judicial por el reproche social en la mejor forma de acción directa. 
Entiendo que con los escraches en materia de género podrían realizarse consideraciones similares. Por un lado, podemos entender que ante la ineficiencia del Estado para responder a denuncias en sentido formal en materia de género (Piqué & Pzellinsky: 2015; Relatoría sobre derechos de la mujer de la CIDH 2007: 294) (digamos, a través de vías institucionales concretas), el escrache aparece como sustitución de una justicia “negada”, como acción directa. En este sentido, la denuncia es individual, contra un destinatario unívoco: el perpetrador de la violencia de género. Por otro lado, podemos entender que la razón a la que responden estos escraches es que, en un mundo trazado por la poca credibilidad a la palabra de las mujeres cuando exclamamos que existe una estructura patriarcal violenta y opresiva,
 tenemos que recurrir al relato de nuestras experiencias personales para que la sociedad toda dé cuenta de la existencia una problemática estructural históricamente invisibilizada.
 En este sentido, el destinatario de estos escraches deja de ser el escrachado en particular, y pasa a ser —por un lado— la sociedad, que debe (re)pensarse a sí misma en clave de género y, por otro lado, el Estado, para elaborar políticas públicas destinadas a la erradicación de la violencia de género. Entiendo, además, que muchas veces las mujeres no tenemos reales intenciones de denunciar a una persona en particular. Incluso, podría pensarse que el reclamo no es de acceso a la justicia en estos términos, sino que busca interrogar a la sociedad y demandar políticas públicas para que no ocurran estos hechos de violencia de género —y no sólo que, si ocurren, podamos acceder a la justicia—. 
No obstante, si bien los escraches en materia de género podrían responder a cualquiera de estas cuestiones, también es cierto que pueden hacerlo de manera simultánea. En este sentido, no me dedicaré aquí a analizar por qué cada mujer decide escrachar en cada caso. Asumiré que tanto para mí como para todos/as quienes vemos escraches a diario, esta diferencia es irrelevante y que ambas razones pueden concurrir. Asimismo, esbozaré unas ideas a continuación sobre por qué considero que, si bien el objetivo puede ser la denuncia particular, los escraches en materia de género tienen interés social en todos los casos, y resulta irrelevante la motivación específica de la emisora.
III. ¿Están protegidos los escraches por el derecho a la libertad de expresión?
Antes de comenzar a analizar si las denuncias en materia de género están comprendidas dentro de la protección reconocida por el derecho a la libertad de expresión, cabe realizar algunas consideraciones previas con relación a la interpretación que tomaré para comprender este derecho.
 Como bien señala Owen Fiss, aparecen dos concepciones tendientes comprender este derecho: por un lado, una concepción que lo entiende como una “protección individual de la autoexpresión”. En este caso, el Estado es la amenaza de la que debe ser protegida la libertad de expresión (Fiss 1997: 13-14). Se trata de garantizar la libertad de expresión en términos de no interferencia del Estado. Otra concepción, hace una vinculación estrecha entre la libertad de expresión, el debate público y la democracia en términos amplios (Ely 1890: 105).
 En este sentido señala Fiss que “la libertad de expresión es un derecho público tendiente a la autodeterminación colectiva”(Fiss 1997: 31).
 De este modo, el Estado no es necesariamente la amenaza contra la libertad de expresión, sino más bien un garante de la igualdad necesaria para el ejercicio de este derecho. Este es el sentido que la Corte Interamericana de Derechos Humanos
 (en adelante Corte IDH) le ha reconocido a este derecho, caracterizándolo como “dimensión social de la libertad de expresión”, a la que le ha otorgado en diversos antecedentes jurisprudenciales un carácter esencial para la democracia.

En definitiva, la Corte Suprema de Justicia de la Nación (en adelante “CSJN”), ha dicho bien que “el debate democrático exige el mayor pluralismo y las más amplias oportunidades de expresión de los distintos sectores representativos de la sociedad. De lo contrario, no existiría un verdadero intercambio de ideas, lo que generará como consecuencia directa un empobrecimiento del debate público afectando las decisiones que se tomen de manera colectiva. La libertad de expresión, desde esta visión, se constituye fundamentalmente en precondición del sistema democrático”.
 Esta es la perspectiva que adoptaré en mi análisis siguiente para entender la protección que reconoce este derecho. 
En este sentido, más allá del reproche y los desacuerdos “morales” que algunas personas puedan atribuirle al escrache en materia de género, a continuación me dedicaré a esbozar algunas ideas para defender por qué considero que el derecho a la libertad de expresión, tal como está receptado por nuestro ordenamiento jurídico, y tal como ha sido interpretado por el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, así como por nuestros tribunales internos, protege este tipo de expresiones.
 En este sentido, dividiré este análisis en diferentes “esferas de protección”, en que cada nivel implica una protección superior al anterior. De menor a mayor protección, analizaré si: i) los escraches en materia de género se encuentran protegidos por el artículo 19 de nuestra Constitución Nacional (en adelante CN); ii) si están amparados por la “protección extra” reconocida por el derecho a la libertad de expresión, receptado en la Convención Americana de Derechos Humanos (en adelante “CADH”) y nuestro ordenamiento jurídico interno (Rúa 2018: 1-2); iii) si versa sobre la cosa pública (Benente 2010: 70-72); iv) si proviene de un grupo históricamente desaventajado.
III. a. La protección reconocida por el art. 19 de la Constitución Nacional
 
Una primera forma de entender los alcances de la protección de la libertad de expresión es considerarla como una consecuencia del principio de autonomía, receptado como tal en el artículo 19 de nuestra CN (Benente 2010: 54). Este principio en cuestión no excluye acciones de la interferencia estatal, sino que excluye razones para interferir con tales acciones (Nino 2005: 305-327). Así, la pregunta que debemos hacernos es: ¿hay razones para que el Estado intervenga en los casos de escraches en materia de género? 
El artículo 19 CN dice que “Las acciones privadas de los hombres que de ningún modo ofendan al orden y a la moral pública, ni perjudiquen a un tercero, están sólo reservadas a Dios, y exentas de la autoridad de los magistrados […]”. En este artículo, “orden”, “moral pública” y “perjuicio a un tercero” deben entenderse no como tres supuestos distintos sino como coextensivas. Dice Nino “[...] las acciones son privadas en la medida en que sólo ofendan una moral privada compuesta por pautas que valoran tales acciones por sus efectos en la vida y el carácter moral del propio agente, y no ofendan en cambio una moral pública constituida por pautas que valoran a tales acciones por sus efectos dañinos o beneficiosos sobre terceros” (Nino 2005: 317). En este sentido, la cuestión del daño a terceros es sustancial en la interpretación de los alcances de la libertad de expresión (entendida como consecuencia del principio de autonomía). Si la libertad de expresión es un derecho comprendido dentro de los alcances del art. 19 CN, y este principio protege todo lo que no dañe a terceros, la libertad de expresión sólo protegería acciones no dañosas para terceros. En este sentido, la “dañosidad” de una expresión, puede dar lugar a la interferencia del Estado.
Hasta aquí, podríamos decir que los escraches en materia de género ven justificada la intervención del Estado, porque —por ejemplo— podrían dañan al honor, a la intimidad, (Nino 2005: 327) y muchas veces podrían afectar indirectamente otros derechos fundamentales como el derecho al trabajo (de los supuestos perpetradores de la violencia de género). 

Sin embargo, como veremos, si bien el artículo 19 CN como “núcleo básico de la libertad de expresión” pareciera, en principio, no proteger a los escraches, una noción más amplia de la libertad de expresión pareciera sí hacerlo, y es ello lo que justifica que se trate de una protección y un derecho autónomo más amplio que lo reconocido por el art. 19 CN. Veamos.
 
III. b. La protección específica de la libertad de expresión
Ahora bien, existe otra forma de entender este derecho, más amplia y consistente con la noción de libertad de expresión como prerrequisito para el debate público robusto y la democracia. Suponer que el derecho a la libertad de expresión es una mera consecuencia del principio de autonomía de la persona, implicaría que en gran medida el artículo 19 CN se “superpone” totalmente con el derecho a la libertad de expresión a la hora de proteger acciones no dañosas para terceros. No obstante, otra perspectiva de este derecho me permitirá echar luz a esta diferencia y a una pregunta fundamental para entender a los escraches en materia de género: ¿qué pasa con las acciones dañosas?
Creo que es interesante recordar que los casos históricamente discutidos en materia de libertad de expresión son aquellos en que este derecho se encuentra en colisión con otros derechos. Es decir, existe un daño en concreto y, por lo tanto, demuestra que este derecho no es una mera consecuencia del artículo 19 CN. En esos casos, tanto tribunales internos como internacionales han tenido que realizar una ponderación de derechos. Por ejemplo, en el caso “Herrera Ulloa” resuelto por la Corte IDH, se pone en juego el derecho al honor y el derecho a la libertad de expresión (en este caso a la libertad de prensa más específicamente),
 en el caso “Ricardo Canese”, 
 también de la Corte IDH se discute este derecho en contraposición con calumnias y difamaciones. Asimismo, en el caso “Fontevecchia y D’Amico”, la Corte IDH aborda la cuestión de la imposición de responsabilidades ulteriores civiles por afectación del derecho a la intimidad.
 En el ámbito local, en el caso “Ponzetti de Balbín”
 se trataba una cuestión de derecho a la intimidad contra libertad de expresión, y así también en el fallo “Menem c/ Editorial Perfil”.
 Una lectura de la libertad de expresión como mera consecuencia del principio de autonomía implicaría que estos casos que han sido tan resonantes y que han sentado estándares para entender los alcances de este derecho, y la responsabilidad jurídica que conlleva, no deberían ser siquiera tratados por estos tribunales. Tampoco tendría sentido que en varios casos se haya ponderado a su favor.     
En este sentido, es importante retrotraernos a las razones y la amplitud con la que estoy intentando comprender este derecho. Si el derecho a la libertad de expresión es prerrequisito para una sociedad más democrática, entonces debemos preocuparnos por darle a este derecho una amplitud tal que permita el debate público y, en este camino, seguramente tengamos que tolerar expresiones dañosas (a veces sujetas a responsabilidades ulteriores). Más aún: muchas veces las expresiones dañosas son las que más aportan al debate público, y por eso están protegidas por el derecho a la libertad de expresión.
 
De este modo, puedo decir que todas aquellas expresiones no dañosas están en principio resguardadas por el principio de autonomía de la persona y todas las acciones dañosas, que resultan importantes para la vida en democracia, son protegidas por el derecho a la libertad de expresión. Es decir “sólo protege expresiones dañosas” (es decir, protege las no dañosas también, pero se caracteriza por la protección de las acciones dañosas) (Rúa 2018: 5). Esto justifica que el derecho a la libertad de expresión haya sido receptado en nuestra Constitución Nacional y en Tratados Internacionales de Derechos Humanos como un derecho autónomo, distinto del principio de autonomía (caso contrario tendría que entender que dos normas constitucionales distintas protegen exactamente el mismo tipo de acciones).
No obstante, como bien sabemos, esta protección no es total y la ponderación de derechos en muchos casos se complejiza. En este sentido, es interesante recordar la decisión de la CSJN que en el caso “Menem c/ Editorial Perfil” en que, aún tratándose del Presidente de la Nación, se decidió que la información difundida por Perfil no justificaba el “interés general” y, por lo tanto, la intromisión en la esfera de la intimidad de la actora.
 De este modo, entendemos que, si bien el derecho a la libertad de expresión en principio protege acciones dañosas, tal protección no es total y, en algunos casos, debemos agregar un elemento más para conocer los criterios de la protección.
En este sentido, creo que cabe preguntarse cuál es ese estándar superior que debemos analizar para saber si una expresión que puede dañar está o no protegida por el ordenamiento jurídico. Entiendo que una perspectiva como la que nuestro ordenamiento recepta y la CADH aplica implica tomar en consideración el aporte al debate público como estándar para conocer la protección de una expresión. De este modo, si se considera que esta interpretación de la libertad de expresión no protege a los escraches en materia de género porque el daño que generan, debemos agregar un nivel superior de análisis: ¿son los escraches en materia de género importantes para el debate público?    
II. c. El interés público para proteger a los escraches en materia de género
He dicho hasta ahora que la razón principal por la que nuestro ordenamiento jurídico protege a la libertad de expresión es que la entiende sustancial para el debate público y, en consecuencia, para la democracia. En este sentido, la idea de sabernos protegidos por la libertad de expresión nos permite participar en él sin el temor de ser reprochados judicialmente. No obstante, como hemos visto, esta protección no es absoluta y hay casos en que el daño que genera es susceptible de respuestas jurídicas. Esta diferencia pareciera estar dada por la calidad de “interés público” que reviste a la expresión, y lo dota de una protección aún mayor.


La CADH dice en su artículo 11 inciso 2) que “Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputación”.
 En este sentido, pareciera entenderse que el elemento fundamental es la cuestión de la arbitrariedad en los casos de la intimidad y la ilegalidad en los casos de la afectación a la honra y la reputación. El criterio del aporte al debate público implica que una injerencia resulte arbitraria cuando la difusión no contribuya ni enriquezca el debate político (Benente 2010: 71, 72). En este sentido, la injerencia existe, pero no es arbitraria en los términos de la CADH. Por otro lado, la CADH se refiere a los “ataques ilegales a la honra o reputación”. En este caso también la CSJN también ha entendido que cuando la información que afecta el honor o reputación de una persona es importante para el debate público, no corresponden respuestas jurídicas. Así lo ha dicho la CSJN en el caso “Pandolfi” (un supuesto de reproche penal por afectación al honor): “ El punto de partida está en el valor absoluto que debe tener la noticia en sí, esto es, su relación directa con un interés público y su trascendencia para la vida social, política o institucional”.
 Asimismo, en el caso “Di Salvo” (sobre responsabilidad civil) establece que “ hay casos en que la protección al honor debe ser atenuada cuando se discuten temas de interés público”.
 Así, pareciera que nuestra Corte ha entendido que la “ilegalidad” de los ataques al honor, en los términos de la CADH, no comprende expresiones que versen sobre el interés público. 
Ahora bien, hasta este punto he supuesto que las afectaciones al honor y a la intimidad de las personas existen de hecho cuando hablamos de un escrache por violencia de género, cualquiera sea su forma. No tengo interés en justificar o desmentir una afirmación de esas características. En este sentido, alguien podría decirme que llegado este punto no hay ninguna razón para eximir de responsabilidad a quienes escrachan, puesto que son acciones que dañan a terceros, considerando que esta protección no es total y entendiendo que los daños que implican los escraches son muy graves. No obstante, creo que uno de los puntos fundamentales para entender al escrache en materia de género es entenderlo como parte del debate público en materia de violencia contra la mujer. En este sentido, la protección que ha otorgado nuestro ordenamiento jurídico en los casos que hemos visto, parecería aplicar para estos escraches, a pesar de los daños (a veces gravísimos) que conllevan.
III. c. I. ¿Cuál es el interés público de los escraches en materia de género?
En buena medida, uno de los trabajos que trajo el movimiento  de mujeres en el último tiempo, a partir de las demandas de las feministas de la década del ’60, es el de comenzar a comprender que muchos conflictos que parecían pertenecer al ámbito “doméstico” y que eran asuntos “privados”,
 en realidad no son sino asuntos públicos.
 Como he dicho más arriba, esto no quiere decir que los escraches en materia de género no puedan afectar la intimidad o el honor de las personas: la conducta escrachada puede ser íntima, pero no es privada. En efecto, los avances legislativos en esta materia demuestran que el Estado reconoció que actos como la violencia doméstica no pertenecen al ámbito privado.
 
Sin embargo, sostener que los escraches en materia de género son expresiones protegidas por el derecho a la libertad de expresión porque versan sobre cuestiones de interés público, requiere un esfuerzo argumental mayor. En este sentido, debemos preguntarnos si las cuestiones vinculadas a la violencia de género son de interés público (más allá de no pertenecer al ámbito privado), de forma tal que los escraches que versan sobre ella impliquen participación en el debate público y estén protegidos por el derecho a la libertad de expresión. 
Para ello, cabe recordar las dos razones que supuse en un principio que motivaban los escraches, a saber: la visibilización de una problemática históricamente oculta, y la denuncia contra un sujeto en particular, ante la ineficiencia del Estado para recibir y tratar denuncias en sentido formal vinculadas a la violencia de género.  Creo que hay varias razones para considerar que ambos escraches, siempre que versen sobre una problemática de violencia de género, son de interés público. 
En primer lugar, el Estado Argentino se ha obligado internacionalmente a través de Tratados Internacionales de Derechos Humanos a tomar medidas tendientes a erradicar la violencia contras las mujeres.
 Asimismo, este compromiso internacional se ve reforzado por la adopción de medidas legislativas locales.
 Así, las denuncias toman forma de mensaje al Estado, exclamando que la violencia de género no es un fenómeno aislado, sino estructural, y que las mujeres somos un grupo históricamente oprimido y desaventajado y, como tal, requerimos políticas públicas destinadas a nuestra protección y a la erradicación de la violencia. En la medida en que el Estado se ha obligado jurídicamente a adoptar medidas en este sentido, esta participación se intensifica y adquiere interés público (Segato 2010: 105-120).
 En este sentido, resulta evidente que estos escraches tendientes a visibilizar la problemática de género son importantes para el debate público.
 
Entiendo que esto es igual para los casos en que el motivo del escrache es la denuncia particular a una persona, puesto que si bien la intención de quien escracha es de algún modo suplir la ineficiencia del Estado, de todos modos está formando parte del debate público, al demostrar que la problemática de acceso a la justicia para mujeres víctimas de violencia de género es real, es estructural y su responsable inmediato es el Estado.
 Más allá de la intención “estructural” o particular de quien escracha, lo relevante es que revisten interés público. 
III. d. Las expresiones que provienen de grupos históricamente desaventajados
Si bien con los argumentos expuestos en el punto c) habría razones suficientes para pensar una protección amplia a los escraches en materia de género, entendiendo que revisten interés público, creo que hay una razón más para pensar por qué deben estar protegidos cuando versan sobre violencia de género, y es el reconocimiento de que provienen de un grupo históricamente desaventajado.
  
En este sentido, cuando las expresiones revisten interés público por la problemática que abordan, y quien la pone en evidencia a través de —por ejemplo— los escraches, es el grupo directamente afectado por tal problemática, de forma tal que reproduce su desventaja, deben estar aún más protegidos porque es posible que una restricción a la libertad de expresión en estos casos implique hacer inaudibles sus reclamos (Gargarella 2005: 31-45). 
De este modo, es importante que cuando un grupo como las mujeres encuentra dificultades importantes para realizar su reclamo y visibilizar una problemática (por ejemplo, por la falta de credibilidad que se nos asigna cuando exclamamos la desigualdad estructural propia en materia de género) el Estado nos de la herramientas suficientes para poder expresarnos y no nos “condene” por nuestras expresiones. Una posible condena (como reproche penal o civil) a nuestras expresiones es una invitación al silencio y la permanencia del grupo en situación de desventaja.
 Así, ante supuestos de evidente desigualdad de hecho (las mujeres, en este caso), están permitidas las medidas desiguales tendientes a la igualdad de género (Antúnez, Ronconi & Orlando 2017: 215-244), como una  protección mayor a nuestras denuncias, aún cuando resulten dañosas. 
IV. Sobre el contenido de los escraches
Uno de los interrogantes que surgió en gran medida con los escraches sobre género que acontecieron durante el 2018 es la necesidad de una denuncia penal por parte de la víctima de la violencia de género. Quiero realizar un par de apreciaciones sobre este tema antes de continuar con el análisis sobre la susceptibilidad de respuestas jurídicas.
Como he mencionado previamente, la protección es a los escraches que versan sobre violencia de género, porque revisten interés público. En este sentido, entiendo que es fácil entender que ciertas conductas tipificadas en el Código Penal constituyen violencia de género: el abuso sexual, por ejemplo. No obstante, hay otras conductas que constituyen violencia de género que no son delitos. Llamo a los escraches que denuncian estas conductas “casos grises”, porque son en gran medida esos escraches que, si bien no versan sobre delitos, hacen que quien recibe esa información de todos modos se incomode y se ponga en una situación de definir la gravedad de lo acontecido. 
Entiendo que lo analizado en apartados anteriores explica en gran medida por qué esto que aquí llamo “casos grises”, en realidad es bastante claro. Si el Juez civil, por ejemplo, recibe una demanda por daños y perjuicios por un escrache que denuncia —por ejemplo— violencia psicológica (que no es un delito), el análisis que debe hacer según hemos visto es: ¿es un ejercicio legítimo de la libertad de expresión, teniendo en cuenta que la violencia de género reviste interés público (y, por ejemplo, proviene de un grupo históricamente desaventajado)? En ese sentido, se entiende que así versen sobre conductas delictivas o no, el Juez civil debe realizar el mismo análisis.
 
No obstante, creo que los casos grises nos invitan a pensar nuevamente las cuestiones vinculadas a aquellos escraches que sí versan sobre una conducta delictiva (p.ej. abuso sexual). En este sentido, muchos sostuvieron que “si fue víctima de abuso sexual, que lo denuncie en sede penal y no en las redes sociales”. Considero que es importante para dilucidar esta cuestión analizar nuevamente cuál es el rol de los escraches: para el análisis de la libertad de expresión, estos escraches son importantes porque le otorgan a la violencia de género un lugar en el debate público que resulta trascendental para el diseño de políticas públicas y la erradicación de esta violencia. En ese sentido, la denuncia en sede penal pierde importancia: una puede escrachar prescindiendo de pensar que su escrache es una suerte de sustitución del proceso penal, puede que la condena social al escrachado no sea nunca la intención. Más aún, puede escrachar prescindiendo de que su escrache verse sobre un delito (casos grises). Es una forma de participar en el debate público sobre una problemática estructural. 

Creo que la problemática con los casos grises surge porque creemos que la respuesta con aquellos escraches que versan sobre un delito es sencilla: si la justicia penal respondiera eficientemente a las denuncias por violencia de género, no habría escraches. Luego de esto, nos preguntamos ¿qué sucede con la violencia de género que no constituye delito? El caso gris. 
Sin embargo, si entendemos al escrache desde la dimensión social de la libertad de expresión, tal diferencia desaparece, y con ella la necesidad de la denuncia en sede penal. Esto es así porque la ultrafinalidad del escrache termina siendo la participación en el debate público, y para ello sólo es importante que verse sobre violencia de género en los términos de la Convención Belém do Pará y la Ley Integral para la Protección de las Mujeres,
 y no que haya un delito y, consecuentemente, una denuncia. 
En efecto, considerando que la denuncia por, por ejemplo, abuso sexual, es dependiente de instancia privada, la víctima tiene la posibilidad de decidir denunciar o no en sede penal. Obligar a la víctima a denunciar contra su voluntad para participar en el debate público parecería un tanto desigual: no existe ese requisito en ningún otro caso. Asimismo, la denuncia puede proceder o no por razones ajenas a la existencia del hecho. La denuncia puede haber sido hecha y el imputado sobreseído por estar prescripta la acción, o absuelto por resultar inimputable. En estos casos ¿tampoco puede la víctima participar del debate público? Sí, puede. Y puede en todos los casos en que exista violencia de género, porque en la medida en que esto sea un tema de interés público, los escraches tienen una ultrafinalidad democrática; y ello nada tiene que ver con un proceso penal.
  
V. La responsabilidad por los escraches en materia de género
Si bien he trabajado hasta ahora cuál es el nivel de protección que se les puede atribuir a los escraches en materia de género, queda aún analizar si existe algún caso en que de todos modos una expresión de estas características resulte susceptible de respuestas jurídicas. En este sentido, creo que corresponde realizar una aclaración previa: cuando me refiero a respuestas jurídicas, me refiero a responsabilidad civil como daños y perjuicios y a la condena penal por calumnias o injurias. Esto es así en tanto la CADH establece expresamente que las expresiones no pueden estar sujetas a censura previa,
 sino a responsabilidades ulteriores expresamente fijadas por ley y cumpliendo un estricto estándar de necesariedad. Esto es así, en la medida en que el derecho a la libertad de pensamiento y expresión también comprende el derecho buscar, recibir y difundir informaciones.

V. a. La denuncia por calumnias o injurias
En primer lugar, cabe señalar que, si bien ambos delitos configuran delitos contra el honor, se trata de dos clases de delitos distintos. En el artículo 109 del Código Penal de la Nación encontramos receptado el delito de calumnias, que se define como “imputación falsa de un delito”. Por otro lado, en el artículo 110 se establece el delito de injuria, que es una afectación al honor de un tercero (cuando no configura un delito). Es importante recordarlo porque en un “caso gris” la denuncia podría versar sobre injurias y, cuando el escrache versa sobre un delito, podría tratarse de un delito de calumnias. 
No obstante, cabe señalar que el Código Penal en ambos casos aclara que las expresiones que revisten interés público no configuran en ningún caso ni calumnias ni injurias. En esta misma línea ha entendido la Corte IDH a la responsabilidad ulterior a través de la difamación criminal (calumnias o injurias), en el caso “Herrera Ulloa”.
 En este sentido, considerando que los escraches en materia de género tienen la protección de resultar expresiones de interés público según hemos visto, los delitos de calumnias o injurias no resultan aplicables.
 Veamos qué sucede con la reparación civil. 
V. b. La reparación civil 
En segundo lugar, cabe analizar la imposición de responsabilidades ulteriores a través de las sanciones civiles. En este sentido, corresponde señalar que en el caso “Fontevecchia y D’Amico Vs. Argentina”, la Corte IDH utilizó el mismo estándar del interés público que ya había utilizado en “Herrera Ulloa” (y otros antecedentes jurisprudenciales). Asimismo, señaló que “el temor a una sanción civil desproporcionada puede ser a todas luces tan o más intimidante o inhibidor para el ejercicio de la libertad de expresión que una sanción penal” y que puede tener como consecuencia un “resultado evidente y disvalioso de autocensura”.
 
No obstante, cabe señalar que si bien nuestra CSJN ha utilizado en varios antecedentes jurisprudenciales el criterio del interés público para analizar casos de reparaciones civiles en materia de afectaciones a la intimidad o al honor, también ha tenido que utilizar criterios de limitación del derecho a la libertad de expresión que, si bien resultan absolutamente estrictos, nos permiten pensar algún límite para la protección que le he reconocido a los escraches en materia de género a lo largo de este trabajo. De este modo, entiendo que para el caso podría resultar aplicable el estándar de la “real malicia”. 
V. b. I. La aplicación del estándar de la “real malicia”
Desde su primera aplicación en el antecedente “New York Times Vs. Sullivan” de la Corte Suprema de los Estados Unidos, la doctrina de la real malicia ha sido receptada en otros ordenamientos jurídicos a los fines de proteger a la prensa, principalmente, pero también a las expresiones de particulares que generan algún tipo de daño pero que pertenecen al ámbito de lo que hasta aquí he abordado como debate público. La doctrina de la real malicia supone que, para que una acción de indemnización por daños resulte procedente —cuando la expresión versa sobre un funcionario público—, debe probarse la “real malicia” de la emisora. 

La real malicia, en este sentido, supone que la emisora se exprese con conocimiento de que lo expresa es falso, o con imprudente y notoria despreocupación sobre si era o no falso el contenido de la expresión. Asimismo, la prueba de que tal expresión reviste real malicia recae en la actora, es decir, aquella persona que demanda los daños. Si bien en principio este estándar ha sido utilizado en casos en que el agraviado revestía carácter de funcionario público, su utilización se ha ampliado notoriamente. 

Nuestra CSJN ha receptado esta doctrina en fallos como “Pandolfi”, “Patitó” y “Di Salvo”
, más recientemente. En este sentido, considero que el estándar de la real malicia es el estándar que debemos adoptar a la hora de analizar a los escraches en materia de género, en tanto versen sobre violencia de género y, como tal, revistan interés público. Si fuera ese el caso, el escrachado deberá probar que la persona que ha escrachado lo ha hecho con real malicia para poder percibir una indemnización por daños y perjuicios, más allá de la existencia del hecho.

En este sentido, el estándar de la real malicia no requiere un “test de la verdad”, es decir, no se analiza en la sede civil por la demanda de daños y perjuicios si el hecho verdaderamente ocurrió (si esto fuera requerido para la aplicación del estándar tendríamos un problema para aquellos casos en que no fue radicada una denuncia penal por abuso sexual, por ejemplo), sino si la emisora debió conocer la falsedad de lo que expresa o, de hecho, lo hacía. Así lo ha dicho nuestra CSJN en el caso “Patitó”: "[...]el principio de real malicia, a diferencia del test de veracidad, no opera en función de la verdad o falsedad objetiva de las expresiones, pues entra en acción cuando ya está aceptado que se trata de manifestaciones cuya verdad no ha podido ser acreditada, son erróneas o incluso falsas”.
Así, podemos concluir que los escraches no son susceptibles de condena penal por calumnias o injurias, ni tampoco de responsabilidad civil, salvo que en este último caso se de por probada la real malicia de la “escrachante”.

VI. A modo de conclusión 
En este trabajo he intentado argumentar jurídicamente por qué considero que el derecho a la libertad de expresión protege a los escraches en materia de género a lo largo de sus diversas “esferas”. Así, he concluido que los escraches en materia de género están protegidos ampliamente por su carácter trascendental en el debate público, por la importancia social que tiene el reconocimiento de la violencia de género para diseñar políticas públicas y mejorar la eficiencia de los mecanismos de acceso a la justicia para mujeres víctimas 
Finalmente, analicé cómo esta protección se hace efectiva frente a las respuestas jurídicas previstas por nuestro ordenamiento en casos de afectación al honor o la intimidad. En este sentido, analicé que el delito de calumnias e injurias excluye su aplicación para las expresiones que revisten interés público, y sostuve que, si bien la libertad de expresión protege de responsabilidad civil a las expresiones que tienen importancia para el debate público, tal protección está limitada en los casos en que la emisora actúa con real malicia.
Es evidente que en nuestra sociedad la igualdad de género continúa siendo un desafío y una deuda pendiente de la democracia. Con miras a lograr una sociedad más justa e igualitaria en materia de género, es importante que quienes formamos parte de ese grupo históricamente oprimido podamos formar parte del debate público y democrático tendiente a la erradicación de la violencia de género. En este sentido, más allá de las diferencias morales que puedan tenerse con quienes emiten escraches en materia de género, pensar este derecho desde una perspectiva democrática es lo que nos permite tener una garantía de participación ante hechos de evidente injusticia social.  
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�No obstante, los escraches de estas características posiblemente empezaron antes de este episodio. Entiendo que, a los fines de ejemplificar cuál es mi objeto de estudio, este es un caso paradigmático muy claro y, asimismo, es el origen de una gran cantidad de escraches posteriores. 


�En adelante, me referiré a “denuncias” como escraches, en sentido amplio. En aquellos casos en que mi intención sea referirme a denuncias penales, diré “denuncias en sentido formal” o bien “denuncias penales”. Asimismo, hablaré de “emisora” y de “escrachado” porque entiendo que esta es la generalidad de los géneros en los casos que se han dado. 


�Si bien todos los diarios de circulación parecieran coincidir en la década y la agrupación, hay distintas versiones sobre el primer origen del escrache. 


�Como veremos, la idea de la “vía judicial negada” también tiene lugar a la hora de analizar el objeto de los escraches en materia de género. No obstante, dado que los escraches de HIJOS son previos a fallo de la CSJN “Simón”, que declara la inconstitucionalidad de las leyes de Obediencia Debida y Punto Final, hasta el momento de los escraches de HIJOS estas medidas eran decisiones deliberadas del Estado y estaban “teóricamente” justificadas constitucionalmente. Esto es diferente en los escraches de materia de género, porque la razón por la que la justicia “nos es negada” a las mujeres no es una decisión supuestamente constitucional producto de una decisión deliberada del Estado de no atender estas denuncias: nos es negada por la ineficiencia estatal frente a un derecho existente, que es el de acceder a la justicia. Véase Corte Suprema de Justicia de la Nación, “Simón”, “Simón, Julio Héctor y Otros s/ Privación Ilegítima de la Libertad”, 14/06/2005, Fallos 328:2056. Sobre los obstáculos para el acceso a la justicia de las mujeres véase Piqué & Pzellinsky: 2015.


�La información estadística consolidada y armonizada por el INDEC, a partir de los datos proporcionados por parte de los organismos públicos que registran casos de violencia contra las mujeres por razones de género, y que aportan al Registro Único de Casos de Violencia contra las Mujeres, ha permitido recopilar entre el 01/01/2013 y el 31/12/2017 un total de 260.156 casos. Véanse los resultados estadísticos recopilados entre el 2013 y el 2017 en   � HYPERLINK "https://www.indec.gob.ar/uploads/informesdeprensa/rucvm_03_18.pdf" \h �https://www.indec.gob.ar/uploads/informesdeprensa/rucvm_03_18.pdf�, consultado el 15/04/2019. 


�La poca credibilidad otorgada a las denuncias por violencias de género es uno de los puntos que la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha señalado como problemática en el acceso a la justicia para mujeres víctimas de violencia de género. Véase Comisión Interamericana de Derechos Humanos: 2007, Nº 8. Asimismo, las denuncias de las mujeres han sido tachadas como “falsas” por la sociedad toda y el Poder Judicial, y ello reproduce esquemas de desigualdad y conductas discriminatorias y violentas con las mujeres. Acerca de ello, véase Torres Díaz, URL: � HYPERLINK "https://idus.us.es/xmlui/handle/11441/40002" \h �https://idus.us.es/xmlui/handle/11441/40002� consultado el 16/04/2019. En este contexto, no es casualidad que una de las principales campañas virales en materia de género haya sido “#YoTeCreo”.  


�En nuestro ordenamiento jurídico, este derecho está receptado en los artículos 14 y 32 y, por el artículo 75 inc. 22, los Tratados Internacionales de Derechos Humanos, en particular la Convención Americana de Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 


�Benente, además, sostiene que, si bien la idea de un debate libre y robusto como prerrequisito del sistema democrático está, en general, asociada con una concepción deliberativa de la democracia, también debe asociarse con otras versiones que podrían considerarse más restrictivas (Benente 2010: 60). 


�Asimismo, Fiss entiende que en la actualidad la estructura social también es “amenaza” a la libertad de expresión (tanto como el Estado, que es caracterizado en su ejemplo como el policía que hace callar al “orador de la esquina”). En ese sentido, reformula el problema de la libertad de expresión entendiéndolo como un “conflicto de libertades”. Además, entendiendo a la estructura social como limitante de la libertad de expresión, Fiss sostiene que es importante que el Estado regule la libertad de expresión, para darle voz a ciertos sectores, silenciando a los predominantes (Fiss: 1999).


�La Convención Americana de Derechos Humanos reza en su artículo 13 inciso 1° “Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión.  Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección”.


�Corte Interamericana de Derechos Humanos, “Colegiación obligatoria de periodistas”, Opinión Consultiva solicitada por el Gobierno de Costa Rica OC-5/85, 13/11/85, párrafos 30 y 70. Asimismo, Corte Interamericana de Derechos Humanos “La Última Tentación de Cristo”, “Caso ‘Olmedo Bustos y Otros Vs. Chile’, Fondo, Reparaciones y Costas”, 5/02/2001, párrafos 64 y 67; Corte Interamericana de Derechos Humanos, “Caso ‘Ricardo Canese Vs. Paraguay’, Fondo, Reparaciones y Costas”, 31/08/2004, párrafos 79, 80 y 82, y Corte Interamericana de Derechos Humanos, “Caso ‘Herrera Ulloa Vs. Costa Rica’, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas”, 2/07/2004, párrafos 107 y 108. 


�Corte Suprema de Justicia de la Nación, “Grupo Clarín SA y Otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/acción meramente declarativa”, 29/10/2013, consid. N° 22.  


�Cuando me refiera a esta “emisión de los escraches”, también estaré hablando de su reproducción como “rettwiteo” o “compartir la publicación”, en tanto el derecho a la libertad de expresión también comprende su difusión o reproducción, y el acceso de terceros a la información. No tendría sentido expresarse si nadie puede oírlo. Asimismo, podría constituir una imitación a la libertad de expresión por medios indirectos, que también está prohibida por la CADH.  


�Los medios de comunicación fueron en gran medida encargados de difundir los escraches, pero también sus repercusiones. Véase: � HYPERLINK "https://www.lanacion.com.ar/lifestyle/por-que-el-escrache-a-traves-de-las-redes-sociales-puede-resultar-un-arma-de-doble-filo-nid2040730" \h �https://www.lanacion.com.ar/lifestyle/por-que-el-escrache-a-traves-de-las-redes-sociales-puede-resultar-un-arma-de-doble-filo-nid2040730� consultada el 17/04/2019.


�La otra faceta del artículo 19 CN para este caso es que la afectación/daño que proviene del escrache, nace de una primera violación a la autonomía de las mujeres, existente en todos los casos de violencia de género. En este sentido, el escrache puede configurar una afectación al principio de autonomía ajeno, pero en primer lugar se requiere de una afectación a la autonomía de la mujer. 





�Corte Interamericana de Derechos Humanos, “Caso ‘Herrera Ulloa Vs. Costa Rica’, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas”, 2/07/2004.


�Corte Interamericana de Derechos Humanos, “Caso ‘Ricardo Canese Vs. Paraguay’, Fondo, Reparaciones y Costas”, 31/08/2004.


�Corte Interamericana de Derechos Humanos, “Caso ‘Fontevecchia y D’Amico Vs. Argentina’, Fondo, Reparaciones y Costas, 29/11/2011. 


�Corte Suprema de Justicia de la Nación, “Ponzetti de Balbín”, “Ponzetti de Balbín, Indalia c/ Editorial Atlántida SA”, 1984, Fallos 306:1892.


�Corte Suprema de Justicia de la Nación, “Menem, Carlos Saúl c/ Editorial Perfil SA”, 25/09/2001, Fallos 324:2895. No obstante, cabe resaltar que la Argentina fue condenada por la Corte IDH por la emisión de este fallo. Véase Corte Interamericana de Derechos Humanos, “Caso ‘Fontevecchia y D’Amico Vs. Argentina’, Fondo, Reparaciones y Costas, 29/11/2011.


�Corte Suprema de Justicia de la Nación, “Patitó, José Angel y otro c/ Diario La Nación y otros”, 24/06/2008, Fallos 331:1530.


�El estándar del “interés general” es distinto al que utilizaré aquí que es “interés público”. El estándar que la CSJN utilizó en el caso “Menem c/ Editorial Perfil” es lo que no le permitió eximir de responsabilidad a los demandados (Benente 2010: 72). 


�Benente sostiene -y comparto- que, si bien la Corte IDH ha establecido que en casos de colisión del derecho a la libertad de expresión y otros derechos hay que realizar un análisis caso a caso, es importante establecer criterios para la seguridad de quien se expresa, y para que tome los recaudos necesarios (Benente 2010: 70). Asimismo, Corte Interamericana de Derechos Humanos, “Caso ‘Tristán Donoso Vs. Panamá’, Excepción preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, 27/01/2009, párrafo 93. 


�Convención Americana de Derechos Humanos, art. 11 inciso 2°. 


�Corte Suprema de Justicia de la Nación, “Pandolfi”, “Recurso de hecho deducido por la defensa en la causa ‘Pandolfi, Oscar Raúl c/Rajneri, Julio Raúl’, 1/07/1997, Fallos 320:1272, considerando  9°.


�Corte Suprema de Justicia de la Nación, “Di Salvo”, “Di Salvo, Miguel Ángel c/ Diario La Mañana s/ Daños y Perjuicios”, 19/05/2010, 6° párrafo de los Dres. Fayt y Petracchi.


�La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (“Convención Belém Do Pará”) establece que “[...] debe entenderse por violencia contra la mujer cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado”. Esto no implica que haya conductas que configuren violencia de género que sean privadas, sino que hay conductas que configuran violencia de género que pueden darse en ámbitos privados. 


�Ver Sbar, C., “Repensando la violencia de género desde una perspectiva sociológica” en � HYPERLINK "https://www.csjn.gov.ar/om/verNoticia.do?idNoticia=1250" \h �https://www.csjn.gov.ar/om/verNoticia.do?idNoticia=1250� consultada el 19/04/2019. 


�En particular la Ley N° 26.485, “Ley de Protección Integral a las Mujeres”, 11/03/2009. 


�Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, 18/12/1979 y Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (“Convención Belém Do Pará”).


�Ley N° 26.485, “Ley de Protección Integral a las Mujeres”, 11/03/2009. Asimismo, se han tomado medidas como la creación de la Oficina de Violencia Doméstica, dependiente de la CSJN, la creación del Instituto Nacional de la Mujer, la tipificación del delito de femicidio, etc. 


� Asimismo, el informe estadístico de denuncias por violencia de género  � HYPERLINK "https://www.indec.gob.ar/uploads/informesdeprensa/rucvm_03_18.pdf" \h �https://www.indec.gob.ar/uploads/informesdeprensa/rucvm_03_18.pdf�, consultado el 15/04/2019. 


�En este sentido, el caso de Thelma Fardín y Juan Darthés es paradigmático. La razón de la denuncia tal como fue hecha (frente a los medios, apoyada por un colectivo de artistas), tuvo un efecto ejemplificador para las mujeres que no se animaban a denunciar penalmente y, por otro lado, tuvo repercusión en términos de entender que muchas mujeres pasan por lo mismo. En ese sentido, no es casualidad que un de las consignas más resonantes sea “#MeToo”.Véase � HYPERLINK "https://www.clarin.com/espectaculos/fama/thelma-fardin-problemas-economicos-pude-pagar-alquiler_0_cKycY2dii.html" \h �https://www.clarin.com/espectaculos/fama/thelma-fardin-problemas-economicos-pude-pagar-alquiler_0_cKycY2dii.html� consultado el 19/04/2019. Además, en la medida en que ella sí pudo radicar su denuncia en la justicia penal de Nicaragua, es evidente que el escrache tuvo un objetivo claramente estructural. 


�Comisión Interamericana de Derechos Humanos, “Acceso a la justicia para mujeres víctimas de violencia de género en las Américas”, 2007, sección IV, párrafo 294.


�Considero que no es necesario abordar por qué las mujeres somos un grupo históricamente desaventajado. Me remito al artículo 1° de la Convención Americana de Derechos Humanos, que entiende que el sexo (diría aquí yo “el género”) es una causal común de discriminación. En efecto, la CSJN la ha entendido como “categoría sospechosa” porque la clasificación por el sexo o el género en principio se presume irrazonable. Véase Corte Suprema de Justicia de la Nación, “Freddo”, “Sisnero, Mirtha Graciela y otros c/Taldelva SRL s/amparo”, 20/05/2014.


�Informe Anual de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 1999, pp. 38- 40.


�La otra opción es considerar que la alternativa es la tipificación penal de todas las conductas que constituyen violencia de género, que se encuadraría en el debate del feminismo punitivista/antipunitivista, que no es objeto de este trabajo. No obstante, como las consideraciones realizadas son indiferentes al carácter delictual de la conducta, tipificar las conductas no cambiaría el análisis, sólo eliminaría la categoría de “casos grises”, que no tiene implicancias en el análisis de la libertad de expresión, como aquí explico.  


�Hago esta aclaración porque alguien podría decirme que lo que cuenta para la participación en el debate público parte de la concepción subjetiva de la víctima, de haber sido víctima de violencia de género. Entiendo que, de darse un caso de escrache y una consiguiente demanda por daños y perjuicios, considerando que tenemos herramientas normativas que definen violencia de género, debemos remitirnos a ellas. Es decir, yo puedo escrachar diciendo que “fui víctima de violencia de género porque mi pareja me fue infiel”, pero en la medida que la infidelidad no configura directamente violencia de género, se deberá analizar que la conducta del escrachado encuadra en los supuestos de violencia de género contemplados en la Convención Belém do Pará o la normativa argentina, para sostener el interés público.  


�Podríamos suponer que alguien considere que no se precisa poner el nombre del presunto perpetrador de violencia de género a los fines de demostrar la violencia estructural que recae sobre las mujeres y disidencias. En este sentido es importante recordar que muchas veces las mujeres nos encontramos en la situación de poner el nombre completo porque parte de la violencia de género implica no otorgarle credibilidad a la palabra de las mujeres cuando decimos que es una violencia actual y real que recae sobre nosotras. Permitir el escrache pero bajo la condición del anonimato del escrachado —que le otorga credibilidad— es volver ilusoria la participación en el debate público. 


� Corte Interamericana de Derechos Humanos “La Última Tentación de Cristo”, “Caso ‘Olmedo Bustos y Otros Vs. Chile’, Fondo, Reparaciones y Costas”, 5/02/2001, párrafo 70.


�Por otro lado, la CADH en su artículo 14 contempla el derecho de rectificación o respuesta, pero en tal caso la legitimada pasiva será la emisora del mensaje, si se tratara de un escrache difundido a través de la televisión, por ejemplo, y no la persona que escracha directamente. No me dedicaré a analizar ese supuesto en este artículo, puesto que mi interés radica en la reprochabilidad para la persona que escracha directamente. 


�Corte Interamericana de Derechos Humanos, “Caso ‘Herrera Ulloa Vs. Costa Rica’, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas”, 2/07/2004, párrafos 128 y 129. 


�Asimismo, en el caso en que le es negado el acceso a la justicia a una mujer víctima de violencia de género, podríamos decir que el Estado carece de status moral para condenar a la mujer que decide escrachar, puesto que esa expresión es producto directo de la negación del Estado de un derecho humano (Beade 2017: 135-164). 


�Corte Interamericana de Derechos Humanos, “Caso ‘Fontevecchia y D’Amico Vs. Argentina’, Fondo, Reparaciones y Costas, 29/11/2011.


�Corte Suprema de los Estados Unidos de América, “New York Times Vs. Sullivan”, 9/03/1964.


�Corte Suprema de Justicia de la Nación, “Pandolfi”, “Recurso de hecho deducido por la defensa en la causa ‘Pandolfi, Oscar Raúl c/Rajneri, Julio Raúl’, 1/07/1997, Fallos 320:1272; consid. Nº 9.   


�Corte Suprema de Justicia de la Nación, “Patitó, José Angel y otro c/ Diario La Nación y otros”, 24/06/2008, Fallos 331:153; Corte Suprema de Justicia de la Nación, “Pandolfi”, “Recurso de hecho deducido por la defensa en la causa ‘Pandolfi, Oscar Raúl c/Rajneri, Julio Raúl’, 1/07/1997, Fallos 320:1272 y Corte Suprema de Justicia de la Nación, “Di Salvo”, “Di Salvo, Miguel Ángel c/ Diario La Mañana s/ Daños y Perjuicios”, 19/05/2010.


�Es posible que una persona que no es instruida en derecho diga que fue abusada cuando en el análisis de los hechos no configure abuso sexual. En esos casos la información es errónea y no configura real malicia. Tampoco la configura si hay diferencias en la interpretación de forma tal que, por ejemplo, pueda estar en duda el consentimiento a la hora de una relación sexual. Sólo queda configurada cuando hay un elemento subjetivo de evidente imprudencia o conocimiento de la falsedad. 


�Corte Suprema de Justicia de la Nación, “Patitó, José Angel y otro c/ Diario La Nación y otros”, 24/06/2008, Fallos 331:1530.


�Entiendo que esto es así en la medida en que haya interés público porque se trata de una problemática estructural actual de la que mucho se está debatiendo, y que forma parte de la vida política de nuestro país. Desde ya, si los escraches perdieran su carácter de interés público porque, afortunadamente, hemos conseguido algo como la igualdad de género, toda la protección aquí desarrollada, variaría. 





